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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de marzo de 2010 dos mil diez. . . . .  

V I S T O S  para resolver, los autos del proceso administrativo identificado con el número 298/2009-JN promovido por el ciudadano Carlos Vargas Velásquez; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

R E S U L T A N D O :

PRIMERO.- Por escrito presentado el 11 once de noviembre del año 2009 dos mil nueve, ante la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, el ciudadano Carlos Vargas Velázquez, por su propio derecho, promovió proceso administrativo, en el que señaló como: . . . . . .  

a).- Actos impugnados: La resolución dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario número de expediente 857/2008-POL (ochocientos cincuenta y siete diagonal cero ocho); de fecha 26 veintiséis de octubre del 2009 dos mil nueve, mediante la cual se le impuso la sanción consistente en el cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal. . . . . . . . . 

b).- Autoridades demandadas: El Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal y los Secretarios Ejecutivo y Técnico del referido Consejo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
c).- Pretensiones: La nulidad de la resolución impugnada, el reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica, consistente en la reinstalación en el puesto que venía desempeñando, el pago íntegro de su salario; y, la indemnización de daños y perjuicios consistentes en el pago de los sueldos caídos y la indemnización por diez años de servicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- Por proveído del 11 once de enero del año 2010, dos mil diez, previo cumplimiento al requerimiento formulado, se tuvo a la autoridad demandada por contestando en tiempo y forma legal; admitiéndosele como prueba de su parte, la documental anexa a su escrito de contestación; la que dada su naturaleza, se tuvo en ese momento por desahogada; asimismo, al no existir pruebas pendientes de desahogo, se citó a las partes a la audiencia de alegatos a celebrarse el 18 dieciocho de enero del año en curso, a las 11:30 once horas con treinta minutos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- En la fecha y hora señaladas en el resultando anterior y sin la asistencia de las partes, se llevó a cabo la audiencia de alegatos, en la que la Secretaria de Estudio y Cuenta, hizo constar que ambas partes formularon escritos de alegatos, los que se ordenó agregar al expediente para que surtieran los efectos a que hubiera lugar; turnándose los autos para el dictado de la resolución que en derecho proceda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal es competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo, en base a lo previsto por los artículos 206, 206-A, párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1, fracción II y 3, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; lo anterior en virtud de que se impugna una resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, Órgano Colegiado que tiene el carácter de autoridad de la administración pública municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación de la resolución que se impugna; toda vez que refiere que fue notificada el 30 treinta de octubre del 2009, dos mil nueve; y así se desprende de las constancias que integran la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, la resolución emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, en fecha 26 veintiséis de octubre del 2009 dos mil nueve, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-Pol; se encuentra debidamente acreditada en autos, con la copia simple de la citada resolución, aportada por el actor, así como por el reconocimiento que la demandada hace al contestar la demanda; por lo que tal documento hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público, que confiesa expresamente la autoridad demandada haber emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal; con fecha 26 veintiséis de octubre del año 2009, dos mil nueve, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-POL, instruido en contra del ahora impetrante del proceso y otro, dictó resolución a través de la cual le impuso la sanción administrativa consistente en el cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal, al considerar que su conducta actualizó la hipótesis de falta grave prevista en la fracción  I del inciso b) del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que establece: " La probable comisión de delitos de carácter doloso, dentro o fuera del servicio. El supuesto anterior se aplicará una vez que se dicte la orden de aprehensión o el auto de término constitucional". . . . . . . . . . . . 

A efecto de determinar acerca de la actualización de la falta grave antes mencionada, la demandada, en el Considerando Sexto de la resolución impugnada (visible a foja 47 cuarenta y siete del presente expediente), señaló: “SEXTO.- De los medios de convicción descritos y valorados con antelación, este órgano Colegiado cuenta con los elementos suficientes para determinar que los elementos ………….y CARLOS VARGAS VELAZQUEZ, incurrieron en la probable comisión de la falta a que se refiere la fracción I primera, inciso b), del artículo 28 veintiocho del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia... ello toda vez que con fecha 19 diecinueve de septiembre del año 2008 dos mil ocho, realizando su servicio... interceptaron a dos personas de sexo masculino…les solicitaron desabordaran el vehículo…..indicándoles que depositaran sus pertenencias en el cofre de la unidad…….les indicaron que se podían retirar, y momentos después se percatan los reportantes que ya no tenían sus teléfonos celulares….por lo que se solicito la presencia de la unidad……..Carlos Vargas Velázquez y……….a quienes se les cuestiono………mismos que reconocieron haberlos checado pero que en ningún momento se apoderaron de los objetos reclamados…………y que por igual había arribado la unidad 321….Luis Noe Juárez Olvera y Antemio Rayas Contreras……..señala que uno de los elementos de policía de apellido Resendiz tomo un objeto del cofre….en el momento en que eran checadas las personas…….por otra parte el elemento de policía de nombre Luis Noe Juárez Olvera sostiene haber escuchado dichos elementos acudirían a la gasolinera ubicada en Amado Nervo……..se entrevistó al C. José de Jesús Zapata Arellano………y el mismo indico que arribaron dos elementos de policía y que uno de ellos el más alto le entrego dos teléfonos celulares, indicándole ‘ahí te los encargo ahorita vengo por ellos’…….por lo que al tener a la vista a los elementos de policía Juan Carlos Vargas Velázquez y……..los reconoció como los que arribaron a la gasolinera minutos antes a depositarle los aparatos,…..las personas reportantes reconocieron los celulares como de su propiedad, por lo que los mismos indicaron que era su deseo poner su denuncia………………..lo anterior es robustecido ya que se encuentra glosado a la presente investigación administrativa copias certificadas del Plazo Constitucional en el Proceso 176/2008-B instruido en contra de los CC. Carlos Vargas Velázquez y…….motivo por el cual se les dicta auto de formal prisión…..lo cual no lleva a la convicción de que los citados elementos de policía municipal,…………con motivo de sus funciones; realizaron actos indebidos……….actualizando la falta grave a que se refiere la fracción I primera, inciso b), del artículo 28 del Reglamento del Consejo …”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior, es de concluir que la autoridad demandada estimó que se actualizó la hipótesis de falta grave prevista en el inciso b) fracción I del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por que el ahora actor, con su conducta y estando dentro del servicio, incurrió en la probable comisión de carácter doloso, de un delito, como lo es el robo y, que tal supuesto se presentó una vez que un Juez Común del ramo penal, dictó el auto de formal prisión en su contra. . . . . . . . 
De dicha resolución, el actor aduce que es ilegal, porque no son suficientes los medios probatorios que tuvo la demandada, para acreditarle una responsabilidad; que para cuando se le inició el procedimiento administrativo no se le había dictado auto de formal prisión; que no se le dio asistencia legal gratuita; y, que para cuando se dictó la resolución impugnada, la autoridad demandada tuvo a su alcance la resolución mediante la cual resultó absuelto de la comisión de delito alguno, en el proceso penal que se le instauró; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .  

QUINTO.- Por cuestión de Orden Público y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, en la presente causa administrativa, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública, hace valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que señala que no constituyen verdaderos agravios, al resultar infundados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se actualizan las causales de improcedencia que señala la demandada, en razón de que en primer lugar, respecto de la fracción I del artículo 261 del código aplicable referido en el párrafo anterior; fracción que se refiere a la no afectación a los intereses jurídicos del actor; no se actualiza porque este juzgador estima que, con motivo de la resolución impugnada, sí se afectan intereses jurídicos del impetrante del proceso, pues dentro de la misma, como sanción, se le impuso el cese del cargo que desempeñaba dentro de la Dirección General de Policía de este municipio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo término, respecto de la fracción VI del señalado artículo 261, tampoco se actualiza, ya que es un error hacer valer dicha fracción, puesto que el acto impugnado en la presente causa administrativa, sí existe como se establece en el considerando tercero de esta misma sentencia y así lo reconoce la propia demandada; luego entonces es absurdo que haga valer la causal de referencia. . . . . 

Por último, en cuanto a que los argumentos que esgrime el actor no constituyen verdaderos agravios, al resultar infundados; para quien esto resuelve, tampoco tiene razón la autoridad municipal al respecto; pues en el escrito de demanda, el actor sí formuló conceptos de impugnación, los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación, ni que los mismos sean infundados y que por ello sea improcedente el proceso . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No habiendo prosperado las causales de improcedencia hechas valer por la demandada y no advierte la actualización de alguna otra, que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En el primer concepto de impugnación, refiere el actor, en síntesis, por un lado que le causa agravio que la autoridad demandada le de la calidad de valor de prueba testimonial a los hechos que narra en el parte informativo el comandante Diego Velásquez utilizándolo como un medio para fincarle una responsabilidad y, por otro lado, que de las declaraciones realizadas por Miguel Ángel Morales Escamilla y de Artemio Rayas Contreras no llevan siquiera a presumir una complicidad con su compañero que supuestamente tomó los teléfonos y, que no tomó en cuenta, en lo que lo beneficie, la declaración del ciudadano José de Jesús Zapata Arellan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Resulta inoperante, como concepto de impugnación, los planteamientos realizados en razón de que, por un lado al parte informativo al que hace referencia el actor, no se le dio valor de prueba testimonial, sino que la autoridad demandada le dio el carácter de testimonial, dándole un valor probatorio de mero indicio tal y como se aprecia en el Considerando Segundo, numeral 2 (visible en autos a fojas 26 veintiséis y 27 veintisiete) y, respecto a que las declaraciones o testimoniales que obran en el sumario -a las que la autoridad demandada también les dio un valor de indicio-, son insuficientes para acreditar la falta, el actor no expresa que alcance probatorio debió dársele a dichas pruebas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en su beneficio; es decir no realiza un adecuado razonamiento lógico-jurídico del porqué el valor probatorio que de mero indicio les dio la autoridad demandada tanto al parte informativo como a las declaraciones de los ciudadanos Miguel Ángel Morales Escamilla, Artemio Rayas Contreras y José de Jesús Zapata Arellan, lo afectó o lo hubiese beneficiado al momento de haberse dictado resolución en el procedimiento administrativo disciplinario número de expediente 857/08-POL; por lo que al tratarse de meras afirmaciones que no se sustenta debidamente; de ninguna manera permite a este Juzgador determinar si la resolución recurrida es ilegal o no. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . .

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES POR DEFICIENTES, SI OMITEN PRECISAR EL ALCANCE PROBATORIO DE LAS PROBANZAS CUYA VALORACIÓN ILEGAL SE ALEGA. Los conceptos de violación que se hacen consistir en falta de valoración de pruebas rendidas en el juicio generador del acto reclamado deben expresar no sólo las probanzas cuya estimación se considera ilegal, sino también deben precisar el alcance probatorio de tales probanzas y la forma en que trascenderían éstas al fallo en beneficio del quejoso, pues únicamente en dicha hipótesis puede analizarse si la omisión de valoración de pruebas causó perjuicios al mismo y, por ende, determinar si es violatoria de garantías individuales, de suerte tal que los conceptos de violación que no reúnan los requisitos mencionados deben estimarse inoperantes por deficientes." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.  No. Registro: 198,753. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. V, Mayo de 1997. Tesis: VI.2o. J/102. Página: 509. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRUEBAS, VALORACION DE LAS. Si la argumentación con que se combate la sentencia reclamada a examen, la impugna por la incorrecta valoración que hizo de las pruebas rendidas, pero sólo se hacen al respecto alusiones más o menos generales, sin precisar qué elemento probatorio concreto se dejó de estimar, y por qué debió dársele valor, y qué se probó con él, tales argumentos resultan imprecisos y ambiguos, y el tribunal de amparo debe desestimarlos si, de lo contrario, se vería obligado a hacer oficiosamente un examen total y minucioso de las pruebas, para revalorarlas en todos sus puntos y aspectos, lo que sería una suplencia indebida, en un amparo administrativo de estricto derecho.” (artículos 76, 79 y relativos de la Ley de Amparo). PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  Séptima Epoca, Sexta Parte: No. Registro: 254,970. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Séptima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 72 Sexta Parte. Tesis: . Página: 175. Genealogía:  Informe 1974, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 54. . . . . . . . . 

En el segundo concepto de impugnación, en esencia, el actor argumenta que para cuando se inició el procedimiento administrativo disciplinario, su conducta no encuadraba en la hipótesis normativa establecida en la fracción I del inciso b) del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia para los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; por el simple hecho de que el auto de formal prisión se dictó el 13 trece de octubre de 2008 dos mil ocho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El concepto de impugnación en estudio se considera infundado, toda vez que del análisis de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende fehacientemente que para cuando se inició al ahora actor, el procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-POL; ya se le había dictado auto de formal prisión al ahora actor, dentro del proceso penal número 176/2008-B radicado ante el Juzgado Tercero Penal de Partido en esta ciudad. . . .

En efecto, al decir el impetrante del proceso que el auto de formal prisión se dictó el 13 trece de octubre de 2008 dos mil ocho, lo que se corrobora con lo asentado por la autoridad demandada en la resolución impugnada, concretamente en el último párrafo del Considerando Sexto (visible en autos a foja 48 cuarenta y ocho), resulta entonces que para cuando se le instauró el procedimiento administrativo disciplinario ya estaba actualizada la hipótesis de falta grave prevista en la fracción I del inciso b) del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, pues dicho procedimiento se instruyó el 4 cuatro de diciembre del 2008 dos mil ocho, es decir casi dos meses después de que se dictó el auto de formal prisión, lo que consta en el Resultando Tercero de la resolución combatida (patente a foja 22 veintidós de este expediente) de ahí que se considere infundado el señalado concepto de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, en el mismo concepto de impugnación, el actor dice que se violentaron sus derechos contenidos en el artículo 48 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato concretamente la fracción IV de dicho artículo ya que nunca fue asistido jurídicamente por parte de un abogado institucional para efecto de no dejarlo en estado de indefensión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta inoperante, pues si bien es cierto que, no contó con la asesoría o asistencia de un abogado institucional, cierto es también que sí fue asesorado legalmente por un profesional del derecho, tanto en el procedimiento administrativo disciplinario, como en el proceso penal, según se aprecia respecto del primero, en el inciso c) del Considerando Quinto de la resolución impugnada, se hace referencia a que el ahora actor estuvo asistido por el Licenciado Ángel Arellano Espinoza y, en relación al segundo, en las copias certificadas que del proceso penal 176/2008-B que le fueron admitidas como prueba al actor, de su lectura en varias partes resalta que tuvo un defensor, que incluso ofreció y desahogó pruebas; por lo que entonces se concluye que Carlos Vargas Velázquez siempre, tanto en el proceso penal, como en el procedimiento administrativo, tuvo defensa legal, pues nombró un defensor para que lo apoyara jurídicamente, de ahí que resulte inoperante esa parte del concepto de impugnación en escrutinio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       
En el tercer concepto de impugnación, refiere el actor en lo sustancial que le agravia la resolución impugnada, emitida por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, el 26 veintiséis de octubre del 2009 dos mil nueve; porque se le sanciona con el cese en el cargo que desempeñaba, basándose solamente en el auto de formal prisión del proceso penal que se le instauró, pero no tomó en cuenta la sentencia absolutoria dictada a su favor en el proceso penal respectivo, así como tampoco la confirmación de dicha sentencia, dictada por el Magistrado de la Segunda Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; sentencia absolutoria a su favor, que fue dictada con anterioridad a la resolución del procedimiento administrativo disciplinario emitida por el Consejo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El concepto de impugnación en estudio, resulta infundado; en virtud de que para la actualización de la falta grave que se le atribuyó a actor, no es menester que se resuelva sobre la culpabilidad; sino que es suficiente el que se dé la probable comisión de un delito y que derivado de ello, exista un auto de formal prisión que haya causado estado; lo que en la especie quedó debidamente acreditado en el procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-POL; razón por la cual se sancionó al elemento con su cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . 

También resulta inoperante el tercer concepto de impugnación en estudio, ya que no es necesario para la actualización de la hipótesis prevista en la fracción IV del artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; el que el elemento sujeto a procedimiento administrativo disciplinario, sea absuelto o declarado culpable en un proceso penal, ya que sólo resulta suficiente y necesario que el mismo se vea involucrado en la probable comisión de un delito y que como consecuencia de ello se haya dictado un auto de formal prisión que haya causado estado, lo que en la especie se presentó. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, en el caso concreto, se actualiza lo anterior, al obrar en el presente proceso administrativo la resolución impugnada en donde en el Considerando Sexto (visible a fojas 47 cuarenta y siete y 48 cuarenta y ocho), se hace mención a que en el expediente del procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-POL; incoado en contra del actor y otro, se encuentran integradas copias certificadas correspondientes al plazo constitucional en el proceso penal número 176/2008-B, tramitado ante el Juzgado Tercero Penal de este partido judicial; en donde consta que se le dictó auto de formal prisión al actor por la comisión del delito de robo, en agravio del ciudadano Omar Emmanuel Gómez Pedroza; prueba que merece pleno valor probatorio en términos del artículo 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo que lleva a la convicción de este juzgador de que al ciudadano Carlos Vargas Velázquez se le dictó, dentro del proceso penal número 176/2008-B, auto de formal prisión por la probable comisión del delito ya señalado, lo que actualizó, sin duda alguna por esa simple circunstancia, la falta grave prevista en el artículo 28, inciso b), fracción I, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, toda vez que el hecho de que se le haya dictado una sentencia absolutoria en el proceso no desvirtúa, ni demerita la actualización de la falta grave por la que fue sancionado, pues la responsabilidad administrativa es independiente de la penal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     

Para concluir, se determina que los conceptos expresados son insuficientes en su conjunto, toda vez que el actor no controvierte las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución impugnada en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." Segundo Tribunal Colegiado Del Sexto Circuito. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al resultar inoperantes, infundados e insuficientes los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor y al constar en el expediente respectivo elementos de convicción que demuestran que la conducta realizada por el mismo actualizó la falta grave que se le imputó; por lo que no se desvirtuó la presunción de legalidad de la resolución impugnada, es por lo que se concluye que en la presente causa administrativa, únicamente respecto al actor, lo procedente es reconocer totalmente su legalidad y validez, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.-  De lo solicitado por el actor, se encuentra también lo referente al pleno restablecimiento del derecho violado, traducido esto en que se le restituya en sus funciones de policía preventivo y la condena a la autoridad demandada para el pago de daños y perjuicios, consistente en el pago de los salarios caídos y de una indemnización; acciones que se encuentran previstas en las fracciones II y III del artículo 255 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .

A juicio de este Juzgador, no procede hacer pronunciamiento alguno respecto de las pretensiones señaladas, pues al resultar válida la resolución combatida, no surge derecho alguno para reclamar las contenidas en las fracciones II y III del citado precepto, pues tales acciones se consideran accesorias de la de nulidad, ya que sólo habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y a la condena; de tal suerte que al reconocerse la validez la resolución impugnada resulta incuestionable que las acciones pretendidas no llegan a generarse. . . . . . . . 
Siguiendo para ello, el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 111 (ciento once) de la publicación denominada “Criterios 2000-2008” y que establece: 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo promovido. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez de la resolución dictada por el Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, dentro del procedimiento administrativo disciplinario número 857/08-POL; de fecha 26 veintiséis de octubre del 2009  dos mil nueve; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar a pronunciarse sobre el reconocimiento de un derecho a ser reincorporado, ni la condena a la autoridad demandada para el pago de daños y perjuicios, atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

